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Vivimos en una fase de la civilizacién a la que se ha dado en llamar
«sociedad de la informacién», expresién con la que se quiere significar el
papel determinante que hoy en dia tienen los medios y técnicas de informa-
cién y comunicacién. Sociedad de la informacidn, sociedad postindustrial,
sociedad digital son términos sinénimos que tratan de definir, con distintos
matices, el nuevo modelo econémico y social al que la sociedad actual se
encamina, caracterizada por el papel determinante que estin adquiriendo las
nuevas tecnologias informativas (NTI). Estos nuevos productos de la revolu-
cién electrénica estdn caracterizados por su capacidad, que parece infinita,
para contener informacién. Es este fendmeno de continuo progreso de las
tecnologias informativas lo que ha creado esas expectativas de cambio social
a cuya situacion se le atribuyen las denominaciones referidas mas arriba,
aunque parece que es el término sociedad de la informacién el que cuenta
con mds adeptos.

Vaya por delante que no estd todavia claro cudles serdn los usos sociales
de esas nuevas técnicas, ni cémo van a influir en la vida cotidiana. A pesar
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de la inminencia del advenimiento de esa nueva sociedad, no esta claro co6mo
se desenvolverd la oferta técnico-mercantil, ni como afectard a las futuras
formas de vida. Al hablar de la omnipresencia de los chips electrénicos en
nuestra vida, los autores de «La Sociedad Digital» (Mercier, Plassard y
Scardigli), advierten que «el Unico problema consiste en saber qué... «alma»
les estamos dando». Hasta ahora, las nuevas tecnologias no han revolucio-
nado el pensamiento, a lo sumo, han aportado velocidad a los procesos mecé-
nicos. Desde el punto de vista politico, las nuevas tecnologias aparecen aso-
ciadas a la libertad de opinién, a la libre circulacién de informacién y a
las nuevas formas de participacién. Pero también aparecen relacionadas al
reforzamiento de las tradicionales barreras de poder, a nuevas tecnologias
impenetrables y a nuevas formas de control social centralizado y descentrali-
zado (Burkert).

LA SOCIEDAD DE LA INFORMACION

Por otro lado, en esta nueva sociedad, la informacién en el marco de las
nuevas tecnologias hace alusién a la capacidad de almacenamiento, transporte
y tratamiento de los datos que son capaces de procesarse. Obsérvese que esta
nocién de informacidén no tiene en cuenta la funcién social de los mensajes.
Es informacién todo lo que puede ser objeto de un tratamiento numérico. De
ahi que la reduccién a informacién de todo dato transmisible por estas técni-
cas, da lugar a que se denominen tecnologias de la informacidn.

(Qué es la sociedad de la informacién? En primer lugar, es un creci-
miento del sector cuaternario. A la tradicional divisién de los sectores de
la economia —agricultura, industria y servicios— habrd de afiadirse el de la
informacién, el cual presenta la méas fuerte expansion. Machlup es el primer
autor que intenta describir el fendmeno. Segin su trabajo, punto de referencia
de muchos posteriores, en el afio 1958, el 29% del producto nacional bruto
estadounidense se derivaba de aquello que €l define como la «industria del
conocimiento». Porat, en un trabajo posterior, constata que las actividades
ligadas directa o indirectamente con la informacién ocupan en 1970 al 50%
de la fuerza de trabajo de Estados Unidos, frente al 30% en 1960.

Daniel Bell es otro de los mas conocidos tratadistas que ha estudiado el
fenémeno. Sostiene Bell que, si la sociedad industrial estd basada en la tecno-
logia mecdnica, la sociedad postindustrial serd modelada por una tecnologia
intelectual. Si el capital y el trabajo son las mayores caracteristicas de la
sociedad industrial, la informacién y el conocimiento lo son, en cambio, para
la sociedad postindustrial. Para Bell, el saber de los comunicadores va a ser
definitivo a la hora de decidir.

Richieri dice que la sociedad de la informacion trata de la produccién,
elaboracién, circulacién y consumo de gran cantidad de datos y de conoci-
miento (que abarca todos los campos de la actividad humana) relativos a
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individuos, grupos y naciones, datos piblicos y privados, econdmicos y cien-
tificos, politicos y militares.

EL DERECHO A LA COMUNICACION ANTE LOS NUEVOS
FLUJOS INFORMATIVOS

Emitir y recibir mensajes es una exigencia de la vida en la sociedad.
Esta actividad se pone en prictica mediante el despliegue de un conjunto de
facultades que integran el contenido del derecho a la comunicacién, al que
podemos definir como «conjunto de facultades, inherentes al hombre como
ser sociable, para intercambiar y poner en comiin diversas formas de men-
saje» (Farias, 1991). Jean D’Arcy, fundador de Eurovisién en 1954, fue el
primero en saludar el advenimiento de los medios posteriores a la televisién,
considerdndolos como una nueva opcién para la libertad de expresién. En un
articulo publicado en 1969 en la revista de la U.E.R. afirmé: «La Declaracién
Universal de los Derechos Humanos que hace veintiin afios y por primera
vez establecia en su articulo 19 el derecho a la informacidn, algin dia tendra
que reconocer un derecho de mayor alcance: el derecho del hombre a la
comunicacién» (Balle y Eymery, 1990). Este alegato en favor del nuevo dere-
cho se articula en torno a dos argumentos principales: el primero reside en
las virtualidades que entrafian las nuevas técnicas de comunicacidn; el se-
gundo no es otro que la expresién renovada del viejo ideal de una sociedad de
«comunicacién», de una sociedad fraternal y solidaria, reconciliada consigo
misma. La reciente evolucién de los medios, suponia para Jean D’Arcy, que
después de un largo periodo de comunicacién unidireccional y vertical, ha
llegado el momento de la comunicacién interactiva y horizontal gracias a las
nuevas técnicas.

Desde el punto de vista juridico, afirma Farias que el derecho a la comu-
nicacidn integra el derecho a la libertad de expresién de pensamiento, ideas
y opiniones; al que posteriormente se incorpora la libertad de informacién.

En la fase actual, que tiene su inicio histérico en la Declaracién Univer-
sal de Derechos Humanos de 1948, el derecho a la comunicacién abarca un
haz de facultades cuyo desarrollo impone al Estado una serie de obligaciones
de signo contrario: positivo y negativo. Por un lado, la consideracién del
derecho a la comunicacién como derecho de libertad, exige la abstencion del
Estado; y como derecho para promover y facilitar la participacién, impone
la prestacion positiva por el Estado de ciertas actividades y servicios.

El reconocimiento normativo universal del derecho a la comunicacién
es preciso matizarlo en sus luces y en sus sombras. Dice Farias que sus luces
proceden de la Declaracién Universal y del sesgo positivo que la funcién del
poder politico toma en el Estado social de derecho, que proclama la promo-
cién de los derechos fundamentales y la remocién de los obstéculos a su libre
desarrollo (acceso a los archivos y oficinas de la administracién y los relati-
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vos al secreto). Las sombras del derecho a la comunicacién son de origen
politico y econémico. La sombra politica, en el orden internacional, se mani-
fiesta en la dificultad del individuo para acceder a las instancias jurisdicciona-
les de los organismos que lo han proclamado. En el orden politico interno,
las sombras proceden del desvio egoista del Estado mediante la «extension
de los controles gubernamentales en los terrenos de la comunicacién social».
En el orden econémico, la concentracion econémica de los medios de comu-
nicar, dinamizada por el desarrollo tecnoldgico, tiende a «oligarquizar el ejer-
cicio de las facultades del derecho», lo que desemboca en una censura mate-
rial impuesta por el poder econémico.

EL PAPEL DEL ESTADO

Hay coincidencia general en sefialar que este caudal informativo, consis-
tente en datos y cifras, no tiene ninguna relacién directa en su contenido con
la estructura politica. Es decir, se trata de una informacién que no socaba
los cimientos del Estado, ni amenaza a los Gobiernos. Por otro lado, esta
informacién, generada por ordenadores u otros medios sofisticados, resulta
muy costosa de conseguir y mantener. En la practica, sélo las grandes corpo-
raciones y el Estado disponen de recursos suficientes para recabar y gestionar
ese ingente volumen de datos. Es, pues, una informacién de dificil acceso
para el publico general.

De otro lado, la informacién asi entendida, requiere un soporte técnico
complejo, lo que hace preciso un grado de conocimiento de cierto nivel. Cabe
recordar aquf una de las criticas mds frecuentes hacia la nuevas tecnologias.
La que se refiere a la division que se establece entre los que encuentran la
«faz amigable» de las nuevas tecnologias y la de quienes tropiezan con la
«jungla tecnolégica». Es el futuro en «rosa» y el futuro en «negro» del que
hablan algunos autores (Balle y Eymery, 1990).

Ademds de este componente que, de forma genérica podriamos denomi-
nar educativo y que afecta al ejercicio del derecho a la comunicacion, por
cuanto vulnera el valor democratico de la igualdad; existe otro condicionante
de la misma importancia: la capacidad econémica para acceder a esa informa-
cién, aspecto aludido también por Farias. No parece ahora que nos encontre-
mos en una situacién similar a la de la segunda mitad del siglo XIX, en la
que el dinamismo de los empresarios de prensa, gracias principalmente a la
publicidad, logré llevar la cultura a todas las capas sociales a través de los
periédicos. De modo simultineo, el Estado cre6 una red de bibliotecas y
centros culturales donde los ciudadanos podian acceder de forma gratuita a
toda clase de informacién y conocimiento. ;Qué futuro presenta en este as-
pecto la difusion de los productos —caros— de las nuevas tecnologias?

Si se deja de un lado el porvenir que les espera a la prensa y a los
medios audiovisuales clasicos, podemos centrarnos en cémo se financiardn
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los grandes centros de informacién. Las futuras bibliotecas electrdnicas, o
como decidan llamarlas, se enfrentan a muchos interrogantes. En el supuesto
de que el Estado asuma el coste de la informacién, la sociedad es cada vez
mas consciente de la valoracién econdémica de ese servicio gratuito que presta
y eso porque el coste de una consulta telematica se hace mas perceptible que
una consulta tradicional. De ahi que en los proximos afios se planteen cuestio-
nes tales como:

—Pagard el usuario los servicios que prestan las bibliotecas piblicas?
(algo impensable en la actualidad).

—{Se establecerd una tasa de utilizacién por los servicios electrénicos
y seguird siendo gratuito el servicio tradicional, como los libros o docu-
mentos?

—Ain cabe plantearse si el Estado se convertird en promotor de estos
servicios de gran potencial educativo, facilitando el acceso a los medios
electrénicos (teleconferencias, television por cable...) a grandes capas de
poblacién mediante su implantacién en bibliotecas o en otros centros de
informacion.

(ES EL ESTADO EL LEGITIMO PROPIETARIO DE LA
INFORMACION? ‘

Hay un cambio sustancial respecto al punto de vista tradicional de la
funcién del Estado en el dmbito informativo, ahora no se puede invocar el
principio liberal de la abstencién del Estado, porque €l es el principal detenta-
dor de esa informacién. En este sentido, cabe recordar que la regulacién de
la utilizacién de la informacién por el Estado no habia despertado excesiva
atencién hasta que aument6 la importancia de los medios de comunicacién,
hasta que, a causa de la evolucién tecnoldgica y de la planificacién econé-
mica, esa informacién se convirtié en objeto de necesidad social y propiedad
econdmica. En concreto, la informacién no contingente de la que hablamos,
no adquiere importancia, econdmica y politica, hasta los afios setenta, en
coincidencia con la crisis econémico-energética y el desarrollo de la informa-
tica.

Burkert ha planteado esta cuestién en términos de legitimidad del Estado
sobre la informacién obtenida por éste como fruto de la recogida directa
(labores estadisticas o registros publicos) o producto secundario de otras ta-
reas administrativas V). Sefiala Burkert que la contestacién a la legitimidad
ha generado legislacién en aspectos como la proteccién del secreto adminis-
trativo (que no guarda relacién con una tecnologia concreta) o la utilizacién

M Dice este autor que la informacién del sector piblico es exhaustiva, fiable, presentada
de forma prictica y es valiosa para la elaboracion de una estrategia comercial o empresarial.
Desde este ambito, el sector privado propugna que esta informacién ha de ser facilmente accesi-
ble, a precio razonable o gratuita, se ha de poder elaborar sin restricciones y ha de ser distribuida
con arreglo a normas de competencia justas.
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de los datos personales manejados por el sector piblico. En ambos casos la
polémica sobre los limites a las prerrogativas del Estado no estd cerrada y
poco a poco se abren paso esa gama de nuevas facultades consagradas en el
derecho a la comunicacién. Sin embargo, detras de esta controversia si queda
claro que la informacién obtenida por medios legales s6lo puede ser almace-
nada y tratada con los medios de las tecnologias de la informacién y que estos
medios generan una informacién adicional cuyo valor supera a la informacién
primaria. A su vez, esta informacién adicional (depuracién o cruce de datos)
escapa al control establecido para la recogida inicial, ademds de ser suscepti-
ble de un fin distinto al primario, lo que arroja nuevas sombras sobre la
intervencién del Estado en el 4ambito informativo.

Los primeros trabajos relativos a la legislacién sobre el acceso a la infor-
macién del Estado datan de 1976. En ese afio, la Comisién de Derechos
Humanos organizé un coloquio dedicado al tema. El trabajo posterior dio
lugar a una recomendacién de la Asamblea Parlamentaria en 1979. Esa reco-
mendacién reconoce el derecho del ciudadano de los Estados miembros de
obtener, previa solicitud, la informacidn poseida por las autoridades publicas
que no sean 6rganos legislativos ni autoridades judiciales. Reconoce, ademds
los siguientes principios:

—Facilitar medios eficaces y adecuados para garantizar el acceso a la
informacién.

—No podré denegarse el acceso a la informacién alegando que el soli-
citante no tiene interés especifico en el asunto.

—Acceso a la informacidn con criterios de igualdad. Se exceptian los
casos de proteccién por razén de los intereses publicos legitimos
(seguridad nacional, orden publico, prevencién de delincuencia...).

—Las solicitudes de informacién habran de producirse en un plazo
razonable.

—La denegacién de acceso habra de ser motivada, ateniéndose a las
disposiciones legales y al uso.

—Podra solicitarse la reconsideracién de todas las denegaciones de
informacién.

Estos principios no aluden a los méviles ni a los fines de los solicitantes,
restringiéndose solamente en los casos mencionados, de ahi que no se excluye
la utilizacién de esa informacién con fines comerciales, ni tampoco se impide
la reelaboracién o clasificacién de la informacién recibida.

Para contrarrestar este derecho de acceso a la informacién piblica que
puede afectar al derecho a la intimidad de las personas, existe lo que se
denomina proteccidon de datos, cuya finalidad es restringir ese libre acceso,
fundamentalmente por medios electronicos. También ha sido el Consejo de
Europa el organismo internacional que ha establecido unas pautas que buscan
una solucién para proteger los derechos personales, no sélo procedentes de
los organismo publicos, sino que también afectan al flujo informativo entre
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el sector publico y el privado. En el Acuerdo para la Proteccién de las Perso-
nas frente al proceso automatizado de datos personales, de 1980, se estable-
cen los siguientes principios:

—Limitacién de la recogida de datos,

—calidad de datos,

—seguridad de los datos,

—especificacién de la finalidad o limitacién de los fines,
—Utilizacién restringida.

—Transparencia para las personas afectadas.
—Responsabilidad del depositario de los datos.

Para superar los obsticulos que se derivan de la aplicacién de estas
limitaciones, existen solo dos posibilidades: intentar obtener el consenti-
miento de las personas afectadas o definir previamente las condiciones de
reutilizacién ®. Asf, las normas sobre proteccién de datos se ocupan de la
proteccioén de cada persona ante el manejo de la informacién automatizada,
con objeto de establecer los limites de accesibilidad de los datos personales
residentes en organismos publicos y el flujo informativo entre el sector pi-
blico y el privado.

En sintesis, hemos visto algunos puntos de un amplio abanico de cues-
tiones que plantean las nuevas tecnologias en relacion con el derecho del
hombre a intercambiar y poner en comin mensajes, contenido bésico del
derecho a la comunicacién. Sin duda, los dos aspectos que se presentan més
conflictivos son la desigualdad (cultural y econdémica) entre los individuos
para acceder a los productos de las nuevas tecnologias y, en segundo lugar,
aparece el problema capital de cémo limitar el ingente poder que concede al
Estado el control de las redes y la informacién obtenida mediante esas tecno-
logias que, ademds de poner en peligro la libertad individual, le permite
competir con ventaja en el mercado de la informacién.

En este sentido, la idea central que debe presidir la relacién entre liberta-
des y nuevas tecnologias es la de garantizar la libertad de emitir mensajes y
la de recibirlos. Las normas que regulen esos nuevos medios deben ser con-
formes a la libertad de expresion, con objeto de que su ejercicio sea facil-
mente asequible a todos, cualquiera que sea la configuracién técnica del me-
dio, lo que implica el derecho individual para acceder a las informaciones y
a las obras que se deseen. Por su parte, el Estado debe distinguir entre su

@ Resulta ilustrativo el ejemplo citado por Burkert sobre la legislacién alemana relativa
a matriculaciones de vehiculos. La legislacion especifica no sélo la finalidad de la recogida de
informacién y la clase de informacién que puede pedirse, sino también que parte de la informa-
cién puede ser transmitida a terceros del sector piiblico y a terceros ajenos al sector piblico. Las
factorias de coches, por ejemplo, s6lo pueden obtener informacién personal si la persona afectada
da su consentimiento en el impreso de matriculacién, o bien si por motivos de seguridad se hace
preciso retirar vehiculos de la circulacién para su revision. Los datos itiles para la formulacién
de estrategias comerciales, en cambio, se les facilitan sin la identidad (H. Burkert, art. cit. pag.
7).
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funcién constitucional de garante de las libertades individuales y la privile-
giada posicién de poder que las nuevas tecnologias le otorgan. Poder politico
y poder econémico que debe estar subordinado al principio de que la dltima
palabra la tiene el ciudadano, sin que quepa ninguna excepcion para recortar
su soberania.
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MESA N.2 7.-IMPACTO DE LA INFORMATICA EN
EL DERECHO






